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oV)\7 loíQJ SEÑORES JUEZAS Y JUECES DE LA SALA DE LO CONTENCIOSOlaTxevo en ICJ*| ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA:

WlILTON JOAQUÍN CHÁVEZ VELASCO, por sus propios derechos, parte
procesa! y como legitimado activo directamente afectado, ante ustedes,
atentamente, comparece y, de conformidad con los artículos 94 y 437 de la
Constitución de la República y58 ysiguientes de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales yControl Constitucional, dentro de término, presenta para ante
la Corte Constitucional del Ecuador, ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE
PROTECCIÓN en contra de la sentencia de 13 de mayo de 2015, las 16h35,
dictada por los jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte
Nacional de Justicia ynotificada el 14 de los propios mes yaño, dentro del juicio
contencioso administrativo No. 624-2012, propuesto por Nata ia Uquillas
Paredes y Barbara Micheli Stoppi, accionistas de la compañía Instituto

( Educativo Luigi Galvani SA", la misma que es firme ydefinitiva -una vez que el
W recurso horizontal de aclaración y ampliación, fue negado mediante auto

resolutorio de 29 de mayo de 2015, las 12M2, notificado en la misma fecha-
por vulneración de derechos y principios constitucionales, en los siguientes
términos:

C

DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS MEDIANTE LOS CUALES SE DISPONE
LA INTERVENCIÓN YPOSTERIOR DISOLUCIÓN DE LA COMPAÑÍA YQUE
SE CONTIENEN EN LAS RESOLUCIONES No 07.Q.ICI.0021 DE 12 DE
ABRIL DE DE 2007 YNo. 08-Q.I.J-3072 DE 6 DE AGOSTO DE 2008

11- La compañía "INSTITUTO EDUCATIVO LUIGI GALVANI S.A.", con
domicilio en el Distrito Metropolitano de Quito, fue constituida mediante esentura
pública otorgada el 11 de julio de 1997, ante el Notario Vigésimo Sexto del
Distrito Metropolitano de Quito e inscrita en el Registro Mercantil del mismo
Dis rito con el No. 2127, Tomo 128, de 28 de agosto de 1997, conforme consta
del proceso, la misma que por denuncia de fecha 10 de enero de 2007
presentada por el accionista doctor Luís Enríquez Sola en contra de las señoras
Rosa Leonor Paredes Secaira, Presidenta y accionista y Rosario Estrena
Novillo Gerente General, quien -alegando que la Administración había infringido
disposiciones de la Ley de Compañías y del IEstatuto Social- sohcito una
inspección y luego, por recomendación del Dr. Oswaldo Rojas H., Intendente
Juridico Encargado de la Superintendencia de Compañías, la l^™»"*
la compañía, la misma que fue adoptado mediante acto administrado
contenido en la Resolución No. 07.Q.ICI.0021 de 12 de abrde 2007 que
dispuso la intervención de la compañía "INSTITUTO EDUCATIVO LUIG
GALVANI S A " "por estar incursa en las causales previstas en el inciso b aei
Art 432 ynumeral 2° del Art. 354 de la Ley de compañías"(s\c) yse designo
como interventor al Ledo. Lauro Rivadeneira Córdova, quien -ante su ineficaz ^
aeración- renunció yfue reemplazo por el Eeon. Pablo Cárdenas Benalcazar, \
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^oS^^S^^^,^^^ en su candad de
conformidad con el ordenamlenta iuJh?, EDUCAJ,V0 LUIGI GALVANI S.A.», de
lo menos el veinti^co pH^
'mpugnan el acto administratvDrnnfinwP,PaD9ad0 y dentro de té™™,de 6 de agosto de ^^Tí-^ en a,?eso,uc,on No. 08.Q.lj^o72
Administrativo, para que se declare su nS 'StrÍta' de '° Contencioso
administrativa realizado mediante %ZZf^JTV a9otamiento de la faseexpediente No. 85567; ° administrativo que se sustanció con

INETERvSóNrucS5SrA QUE DECLARA TERM'NADA LA
^i,^tm5Se^eS^^^^1 de_03 de mayo de
SC.IJ.DJDL.Q11463deSdp%hr HrVoní'°n; del Memorando No
Intendencia de Compañías l oL** 2° 1 del lntendente Jurid¡co de la

29 de abril de 2011 somete acnn^JíZTf? Na SC'C'DAI.Q11.355 de
Quito, la respectiva rZtción 7e¡larfí^ 'Tf"te * <*»»/»«*' *compañía INSTITUTO EDU^S~5S¡^^J lnto"«^on de ,a

IcS^QÍ'Ss0' d^^^f»*"*" SU M™d° N°'
INSTITUTO EDUCATIVO LUIGI CALVAN? ^A°nCHUye qU6 'a COmpañíaobservaciones que fueron mnfiv« h= . • . SA' na cumP"do con las
derivado denJde laf procesa" en elác^T^ °°n * ^ Se hanadministrativa de la resolución de d'isolucSn inte! t .l^?™010" contencioso
se encuentra en trámite ypendSte de feto '/, ^ ^^ Señala <^üe
levantamiento de la intervine™Téstente LacoLlf- "° '"^^ Para e/cumpUendo con su objeto social vf, hÍ compa"la se encuentra activa,
obligaciones.. ; por lo que ° /Srfl T el cumP^¡ento de sus
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SCiCÍ.DAi.Q.1125 de 31 de marzo de 2011; y, existiendo el pedido de
levantamiento formulado por el interventor, Econ. Guillermo Gallegos Acosta,
conforme lo señala el artículo 26 del Reglamento de Intervención, procede el
levantamiento de la intervención dispuesta mediante Resolución No.
07.Q.ICI.021 de 12 de abril de 2007..". (el subrayado no le corresponde).

Cabe puntualizar que tanto la Resolución de intervención cuanto la Resolución
que declara terminada la intervención, fueron dictadas por los doctores Marcelo
Icaza Ponce yCamilo Valdivieso Cueva, en su orden, en calidad de Intendentes
de Compañías de Quito.

DE LA SENTENCIA DE LA PRIMERA SALA DEL TRIBUNAL DISTRITAL No. 1
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

15- En el expresado recurso contencioso administrativo presentado al amparo
de los artículos 3 de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y 370
de la Ley de Compañías, la Primera Sala del Tribunal Distrital No. 1 de lo
Contencioso Administrativo de Quito, el 30 de julio de 2012, las 15h29, dicta
sentencia que rechaza la demanda deducida en todas sus partes, y declara
legal ylegítimo el acto administrativo impugnado, que no motivó la existencia de
la Resolución No. SC.ICI.DAI.Q.11.076.02 y de los informes previos contenidos
en el Informe de Control NO. 205 de 31 de marzo de 2011 de la Intendencia de
Control e Intervención y del Memorando No. SC.1J.DJDL.Q.11.463 de 25 de
abril de 2011 del Intendente Jurídico -quien inclusive invocó el pedido del
levantamiento formulado por el interventor conforme el artículo 26 del
Reglamento de Intervención- que declaró terminada la intervención de la
compañía, menos la conducta del Dr. Oswaldo Rojas H., ex Intendente Jurídico
de la Superintendencia de Compañías que con anterioridad -pocos meses atras-
había recomendado la intervención y que participó en actos societarios de la
compañía intervenida, por cesión de una acción, para representar los intereses
del accionista denunciante.

La sentencia de instancia dictada el 30 de julio de 2012, las 15h29, por los
doctores Marco Idrovo Arciniega, Raquel Lovato de Sancho y Mana Cecilia
Romoíeroux Armíjos, Juez y Juezas del Tribunal Distrital No. 1 de lo

f Contencioso Administrativo, por la carencia v ausencia de motivación, no
w consideró ni motivó las razones para no hacerlo, del acto administrativo

expedido el 03 de mayo de 2011 v contenido en la Resolución No.
SCICIDAI.Q. 11.076, que declara terminada la intervención "por haberse
superado las observaciones que motivaron la intervención" y obviamente la
Resolución de Disolución y Liquidación, no ha preservado la garantía de los
derechos constitucionales y así evitar o corregir su vulneración, toda vez que
armonizando los derechos constitucionales de la Constitución Política de la
República de 1998 -vigente a la fecha de presentación de la impugnación- ylos
correlativos de la Constitución de la República 2008, ésta que entrego a los
servidores judiciales, la prerrogativa de tutelar derechos constitucionales que
pudieren ser vulnerados yel amparo y respeto de los derechos fundamentales
de valores reglas y principios antes que de normas dederecho positivo, que no
puedan ser invocados para inaplicadas, pues, como viene reconociendo el
máximo órgano de justicia constitucional del Ecuador se debe acudir a valores, \J



reglas yprincipios tales como ponderación yproporcionalidad Dará deririir fr»„)o
3deTrf Ten°T?~ reg'aS yprinciP¡os' oonfórmtlfaSo i'tuSfnmtt Constltuclon de ia República, que establece la aplicación d"reSae
otao o aZl?*raHante SUa'qUÍer Serv¡dor públic°' administrativo ojudida de*(. a.Peflcion de parte, de los derechos y garantías establecaos en la
Constitución no sancionó la inobservancia desordenamiento. Ktao vla
vulneración de derechos constitucionales al trabajo, a ?a libre empresa l
derelhTde .«T™- ^^ de n¡ñaS' niños *adolescentes de acceder aiderecho de educación, y a desarrollar, con criterio social actividadeseconómicas. EM^ueJo^u^uestos de hecho de ,„ ^J'-JT^
coherentes con las normas aplicadas ymenos ,„n i, HQcis¡ón „lriÍR¡a, n„0 j

DEL RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN

«o %uctvl^T^%T r°niSta mayoritari° delJoaquín Chavez Velasco, en'fc'auía'sZda'con ÍNo^SSSSTpnS
para ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CorteNacional de
tSSSJSSSUw^&S^ Sl miSr ^e0PORNCUMapL^LEY DF PAcTa^m ESTABLECIDOS EN LOS ARTÍCULOS 6, 7Y8DE LA

I °E CASACIÓN, en sus fase de calificación, fue admitido a trámite oor
fas íS1 dS Cri°T,eC6S de la Sala' mediante au*° * 9de ¿I odé 2oT3
!S»nSSl^íü!SS?verificad0 el cumpLent0 «^
D^S^ CONTENC'̂ ° ADMIN.STRATIVO

r^inf" Sentenci? de 13 de mayo de 2015, las 16h35, notificada el 14 de los
propios mes y ano, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CorteNacional de Justicia, no casa la sentencia de 30 de juZTe 201Mas 15h29
expedida por a Primera Sala del Tribunal Distrital de lo ContendoSAdministrativo No. 1con sede en la ciudad de Quito. contencioso

La sentencia vulneró los derechos constitucionales del legitimado activo vlos
otros derechos constitucionales invocados, puesto que el casacionista ap^ar
de observar los errores en la sentencia recurrida, subiéndose irrest lamente a
formalismo que el ordenamiento jurídico ha dado aeste recurso se hlapartado
Je dne3 aramásaa tt círt™ VSUStancialme^ de ,a obligación q'etne" como

ssisraha=^^ses - f ~™¡ -y
"eTa^tituci^n^atepS^
DE LOS RECURSOS HORIZONTALES DE ACLARACIÓN YAMPLIACIÓN
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1.8.- Igualmente y dentro de término, el legitimado activo presenta los recursos
horizontales de aclaración y ampliación de la sentencia de 13de mayo de 2015,
las 16h35, que dejó evidenciado que la jueza y jueces de la Sala de lo
Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, hacen una
"evaluación de admisibilidad sin resolver las cuestiones de fondo alegadas y
explicadas fundamentadamente en mi escrito de interposición del recurso". Y
justamente, en los recursos horizontales, se hace notar la ausencia y carencia
de motivación de la sentencia de instancia que no consideró una serie de
garantías básicas del debido proceso, tales como no considerar la serie de
actos administrativos expedidos tanto por la intervención cuanto por el
Intendente de Compañías de Quito, que permitieron el levantamiento de la
intervención, por haberse superado las razones -causales- que la produjeron y
que en consecuencia, con el deber de motivación -que es un derecho ya la vez
una obligación- con una argumentación jurídica-racional les hubiera permitido
confrontar los hechos puestos a su conocimiento -el levantamiento de la
intervención y todos los antecedentes de tal decisión- con las normas y

f- principios aplicables al caso, yobtener una resolución final que, con seguridad
W jurídica, genere la confianza debida en el sistema jurídico, tal ycomo lo anuncia

la propia Intendencia Jurídica de la Intendencia de Compañías de Quito, a que a
sabiendas de la previsibilidad de las normas, levantó la intervención de la
compañía, por que no interfería en el previsible fallo pendiente, la insubsistencia
de la Resolución de Disolución y Liquidación, porsu ineficacia jurídica.

DEL AUTO RESOLUTORIO QUE DENIEGA LA PETICIÓN DE ACLARACIÓN Y
AMPLIACIÓN

1.9.- En providencia de 20 de mayo de 2015, las 16h30, el juez de sustanciación
de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, de
conformidad con el artículo 282 del Código de Procedimiento Civil, corre
traslado a las partes procesales con el pedido de aclaración y ampliación y, en
auto resolutorio de 29 de mayo de 2015, las 12h15, notificado en la misma
fecha, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional deJusticia,
deniega la petición de aclaración y ampliación, que pone fin al proceso, por lo
que la sentencia de 13 de mayo de 2015, las 16h35, es firme, definitiva y se

Challa ejecutoriada por el Ministerio de la Ley, la misma que al omitir (por
conducta de acción u omisión -que la Corte Constitucional deberá declarar y
corregir- el análisis de vulneración de derechos constitucionales, con indebida
motivación inclusive, motiva la presentación de la acción extraordinaria de
protección para ante la Corte Constitucional del Ecuador, máximo órgano de
control interpretación y administración de justicia en la materia, que se
encuentra investida de la facultad de preservar la garantía de los derechos
constitucionales v así evitar o corregir su vulneración, toda vez que la
P.nnstitnraón. de la República 2008 le ha entreaado la prerrogativa de tutelar
rterechos constitucionales oue pudieren ser vulnerados durante la expedición de
una sentencia o auto definitivo.

La denegación de los recursos horizontales de aclaración y ampliación
argumenta con vulneración del debido proceso -tutela judicial efectiva, carencia
de motivación e inseguridad jurídica - que se pretende que el Tribunal "analice f)



nuevamente los vicios argüidos en su escrito de casación", a pesar de que se
ouedfS8 antS e' T?UT de Casación <>ue en su sustanciación'no se
cPon1tLcaSnS^=mente h ^^'^ J" W]™™ l0S *"*«
II.- EL ESTADO CONSTITUCIONAL DE DERECHOS YJUSTICIA

dtSü^"^-2-00^ reCOn°Ce qUe el Ecuador es un Estad0 constitucional dedF! °J Juft,cia' La concepción de Estado garantiste es característica del
Es ado consMucional de derechos, que se construye sobre la base de Tos
derechos fundamentales de la persona, yal asumir tal rol -el de ga%nlmo-
tórioJ ,!? deH6Ch0S fundamenta|es consagrados en el texto constitucionaUon
nerPr-ho P ™tPUb"C°S debidamente constituidos, de manera que élDerecho crea un sistema de garantías que la Constitución pre ordena para el
amparo yrespeto de los derechos fundamentales, que es el nuevo paradigma o
nueva vertiente del constitucionalismo conocido actualmente como neo
const, uciona smo y que, implicó un cambio cualitativo de un sistema
valoref^fi ^ ^^ Para * reSpeto de sus derechos la existencia devalores, reglas yprincipios antes que de normas de derecho positivo que no
puedan ser .nvocados para inaplicarlas, pues, como viene reconociendo el
máximo órgano de justicia constitucional del Ecuador se debe acudir a valores
«,f LPnTC]P'0S f C°m° P°nderació" yProporcionalidad para decidir frente
tnvhlat^T^lT TÜ^ /e9'aS y Principi0s como celerídad frente a
Tnumf%%1 f r t ^"f' P°r ej6mpl°' P°rC>Ue Conforme al arti"""11 numeral 3 de la Constitucmn de la Remihllrg, se establece la «pi^H^n

?JjÜ5 j"T a pnr.vpar?BJfecualquierservidornrihli™ *^~°»
"fu .. .!" 3P °" ^ PartP d6''OS dprPnh"g VQarantíaS ^hlPriri^en la Constitución yen los instrumentos internarinn.ies de derecho. h,^^~

aZV»f^?C¥? prohoTin,e está previst0 con ran9° constitucional, pues,
más LTll í ,aP ?aCi°n de '0S dereCh0S deben aplicarse en el sentido quemas favorezca a la plena vigencia de los derechos y que meior resoete la
voluntad del constituyente, y de acuerdo a los principios genera es de a
interpretación constitucional.

MI.- LA CALIDAD EN QUE COMPARECE LA PERSONA ACCIONANTE

SidKJ^H JOafín CháveZ Velasco' por sus Pr°Pios derechos yenvn lrl ie9|tl"nad° activo, como parte procesal ydirectamente afectado por la
b ronl^nf írCh0? c(onstituciona|es en la sentencia dictada por la Sala de
lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia.

IV.- LA CONSTANCIA DE QUE LA SENTENCIA ESTÁ EJECUTORIADA

Íraotde?cfónni^ritdiC^a' ^ '3 CUa' prSSenta esfa acción extraordinaria deprotección es la sentencia, firme y definitiva, dictada por la Sala de lo
abo?adaIOS0vnmtlnr!tratÍV° t ** ^ NaCI'°nal de J^ticia'conformada £r aPaMortíI n ,Glfrrer0 Mos*us™- doctor Alvaro Ojeda Hidalgo y doctorPablo Tinajero Delgado, jueza yjueces nacionales, de 13 de mayo de 2015 las y
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16h35, notificada el 14 de los propios mes y año, dentro del juicio contencioso
administrativo, en recurso extraordinario de casación No. 624-2012 que causa
efectos de firme, definitiva y ejecutoriada, una vez que ha agotado los recursos
ordinarios, extraordinarios y horizontales, "los mismos que han resultado
ineficaces o inadecuados para reparar los derechos vulnerados, y
consecuentemente, ponen fin al proceso, vulnerando derechos constitucionales,
con lo cual justifica que ha agotado todos los recursos previstos en ei
ordenamiento jurídico en orden a reclamar la vulneración de derechos
constitucionales, que fueron imputados, por acción y omisión, durante la acción
contencioso administrativa -que además vulnerando el debido proceso y el
derecho de defensa, no sustanció la intervención de peritos, en la previsibilidad
de la existencia procesal del acto administrativo que declaró terminada la
intervención- yen la fundamentación de la impugnación por casación -que en la
instancia no sancionó la vulneración de derechos constitucionales que generó
inobservancia del ordenamiento jurídico y produjo violaciones al derecho del
trabajo, libre empresa yel derecho superior de niñas, niños y adolescentes a la
educación, que no han sido analizados, visualizados y corregidos por los jueces
y menos motivados en la sentencia definitiva (por ausencia de los principios de
razonabilidad, lógica y comprensibilidad), respecto de que han causado
indefensión y afectación al debido proceso y al principio de seguridad
jurídica, vinculado con otros derechos constitucionales, en tanto comporta el
cumplimiento de las normas constitucionales ylegales pertinentes en el ejercicio
de la potestad jurisdiccional, con el objetivo de salvaguardar la efectiva vigencia
'de los derechos reconocidos en laConstitución y en Tratados Internacionales de
Derechos Humanos. Es por ello que las actuaciones provenientes de los
poderes públicos -en el caso sub júdice de ios señores jueces yjueza de Sala
de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia al dictar la
sentencia en casación, que confirma ei pronunciamiento de primera instancia
que, en la formalidad ycon yerro constitucional en su contenido, no sancionó las
vulneraciones de derechos constitucionales que generaron, reitera,
inobservancia del ordenamiento jurídico- deben respetar los derechos y
principios consagrados en ei texto constitucional al igual que fundamentarse en
las normas que integran el ordenamiento jurídico del Ecuador, tanto más cuanto
que, así lo ha señalado la Corte Constitucional al expresar que: "Este derecho
no debe ser entendido de forma aislada a los demás derechos, ya que su
esencia es la de brindar convicción a la ciudadanía de que sus derechos
constitucionales serán respetados por todos los poderes públicos, a través de la
existencia y aplicación de normativas jurídicas que hayan sido dictadas con
anterioridad a la materialización de un caso concreto" (Corte Constitucional del
Ecuador, sentencia No. 100-13-SEP-CC, caso No. 0642-12-EP), que por su
vulneración, obliga a impugnarla, mediante la acción extraordinaria de
protección, para que la Corte Constitucional del Ecuador, conforme ai nuevo
ordenamiento constitucional de regias, valores y principios, proceda a corregir
los errores constitucionales de la sentencia firme y ejecutoriada, y la declare
nula, por violar preceptos expresos establecidos en la Constitución de la y^
República 2008. 7



V- SEÑALAMIENTO DE LA JUDICATURA, SALA OTRIBUNAL DEL OUF
EMANA LA DECISIÓN VIOLATORIA DE DERECHOS CON^UCIONALES
La decisión violatoria de derechos constitucionales, como deja expresado fue
emibda por a Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de
Justicia, conformada por los jueces que deja puntualizados.

Vi.- IDENTIFICACIÓN PRECISA DEL DERECHO CONSTITIirinwAi
VIOLADO EN LA DEC.SIÓN JUDICIAL, YITla V.OLAcK oSó
DURANTE EL PROCESO, LA INDICACIÓN DEL MOMENTOT EN qSe SE
ALEGO LA VIOLACIÓN ANTE LA JUE2A OJUEZ QUE CONOCE LA CAUSA
ma™°¿aíCÍÓn-ocurrL0 d,urante el Droceso Vreitera, lo invocaron e invocó desde elmomento mismo de la presentación de la acción contencioso adm°nistrat1vl v
Srd^LToTLS0 de 'a ÍmpU9naCiÓn y^damenta^r'̂ S/o

^s^^^^s^^r^^ia sentencia de °a™«a
riltrZC[l? 3l d6bid0t pr°Ces0' confenido en la Constitución, en su Art 75
v^dl HCf,° 9ratUlt°ha 'a JUSt¡CÍa yala tutela JudiciaI efectiva> ¡"parcialy expedita de los derechos e intereses, con sujeción a los orncidos de
inmediación yceleridad, Art. 76 numeral 7, literales a, cyI (derecho ala
defensa, ser escuchada yla debida motivación de las decisiones judíales
estas son garantías básicas del debido proceso; y, derecho a la segur dad
resoetoaTcZ^"•* ^"f™™ *" el Art 82 ^ - fundamenfa én elS° f C°nstl'uc|on yen la existencia de normas jurídicas previas, claras
publicas, y aplicadas por las autoridades competentes, que se encuentra
vinculado con otros derechos constitucionales, en tanto comporta ¡\
ZT^Lde laSHn0rmaS, constituci°na'es ylegales pertinentes enTejíc^c
de lo/riÍ^hn JUnSdlcc,°nal' co" el objeto de salvaguardar la efectiva vgencia
D^ch'orH^anrs0000''05 " *C°nSt¡tUCÍÓn V™Tratad0S '̂ nacionaL de

Síadoív if.el^118'5 de causalidad entre estos derechos constitudonalesviolados yla sentencia impugnada con vicios constitucionales impugnados se le
evdencLTn"6:,'05 ANTECEDENTES procesales más susVnctales queevidencian con relevancia constitucional que, contrariando la tutela judicial
efectiva yexpedí a, la motivación de las resoluciones yla seguridad jurídica Te
casación'nn°hael0rdenrient0 JUríd¡C0 aplicable al "ecurso extraord nario de
TamTarado el deZZ HV P°rCOnSeCUenCia pr0tesid0' P^cautelado, tuteladoy amparado el derecho de las personas y, por acción u omisión han sirio
có° sdi0uSciona11adOS ?<la dedSÍÓn jUdÍdal ™ue l0 clarifica invoca do propiosconstitucona es en el trascurso de la acción contenciosa y en el recurso
So"¡¡TesVT?"'• rSPeCt° d6 la ReSOlució" ArminisSapuesto que es de sustancial importancia en este caso a manera de
antecedente con la finalidad de observar las violacbnes de derechos
constitucionales que genera la sentencia de casación, al dejar en firme la
resolución administrativa recurrida, el establecer de maneraclaracuál™ a
naturaleza de la potestad que tiene la Superintendencia de Compañías como^
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ente de control estatal, para intervenir una compañía. Además del carácter
extraordinario y taxativamente limitado de la declaración de disolución y
liquidación:

6.1.1. Como lo establece el artículo 213 de la Constitución de la República, las
Superintendencias, como parte la Función de Transparencia y Control Social,
son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las
actividades económicas, sociales y ambientales; con el propósito de que estas
actividades yservicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés
general;

6 12 De conformidad con el artículo 357 de la Ley de Compañías y con el
Reglamento de Intervención de Compañías por la Superintendencia de
Compañías, vigente en ese entonces yel actual, la intervención es una medida
administrativa de carácter temporal, que tiende a propiciar la corrección de
irregularidades comprobadas, procura el mantenimiento del patrimonio de las
compañías y evita que se ocasionen perjuicios a los socios, accionistas o
terceros;

613 De esta definición se desprende que la intervención societaria reviste el
carácter de medida cautelar, y que ei interventor es básicamente un auxiliar de
control que debería buscar subsanar los problemas existentes. Su labor, como
bien manda el artículo 357 de la Ley de Compañías, debe estar encaminada a
propiciar la corrección de las irregularidades que determinaron la intervención,
tomar las medidas para el mantenimiento del patrimonio de la compañía yevitar
se ocasionen perjuicios a los accionistas. Justamente, en la casuística y en
sustanciación de instancia, se evidenció la ejecución y cumplimiento de todos
los actos societarios dispuestos por la intervención, a cuya consecuencia se
declaró terminada la intervención, particular que debía producir, por la
previsibilidad de las normas, una decisión fundada en derecho, pese a lo cual no
se consideró tal decisión y menos, muy menos, se expresaron las razones para
no considerar dicha decisión, cuyas omisiones fueron imputadas en casación.

614. De lo anteriormente expresado se desprende que por su naturaleza y
como principio de derecho societario, la conservación del negocio societario es

r de interés público. La intervención busca que en la compañía desparezca
*w cualquier problema que haya existido en ella. Por lo que se vuelve inentendible

que en poco tiempo y más aún por sus omisiones de gestión -tanto que se
vieron obligados a renunciar yfueron reemplazados- la intervención decida que
la compañía debía disolverse y liquidarse, informe que motivó la resolución del
Superintendente de Compañías. Empero, evidenciado que la compañía se
encuentra activa, cumpliendo con su objeto social, al día en el cumplimiento de
sus obligaciones societarias y regularizadas y superadas las observaciones
motivo de la intervención, se declara su terminación, que no na^ sido
considerada menos expresadas las razones para no considerar tal decisión, en
una sentencia de instancia fundada en derecho, particular que violento de
manera directa los derechos fundamentales del legitimado activo, de otros
accionistas, de los trabajadores de la institución educativa y mas gravemente
los intereses superiores de los educandos, que debieron ser protegidos por e!
Tribunal Distrital . Igual protección, con reparación de derechos, debió ocurrir



con la sentencia de casación de la Corte Nacional de Justicia pero por no
existir pronunciamiento de fondo yal contrario, doble análisis de aSibiHdad
SES'£%%%'" °rdenamient0 JUrídiC°' C°n laS -secuencias^
hiÜ La relsolucion de disolución es un acto altamente reglado ypor lo tanto no
rié¿rmn /' T aÚ1 CUand0 la ^ de Compartías en su artfcUo 361determina taxativamente sus causales. En este caso, la autoridad ha motivadosu resolución en el numerales 11 y12 que señalan- motivado

"Art. 361.-Las compañías se disuelven:

il'f fT in°bsfrvancia ° violación de la Ley, de sus reglamentos o de losestatutos de la compañía, que atenten contra su normal Zconamientooof sen graves pencos alos intereses de los socios, accionistas o"eraros
12. Por obstaculizar o dificultar la labor de control y viqilancia dé la
eZTpTdT™ ^C°mPamS °^ inCUmplimient° * '« reíoTucionefgúe
6.1 6. La sentencia de casación nunca identificó que norma es la aue fue
inobservada o violada, nunca subsumió los hechos en™as causales en
tntet8' "Unca motivó debidamente el acto, particulares que devienen áe la
fet" ntT 1ln,Sta?C'a qUe n° Se considero ni motiv° la cazones para analizar e\levantamiento de la intervención, a cuya consecuencia el supuesto de hecho
n°H.nJ° TC'a w9ICa y aplicación de las normas. con observancia delordenamiento jurídico, ponía fin a la disolución y quidación que por la
impugnación contenciosa no surtió efecto jurídico alguno P
6.1.7 En consecuencia, resulta evidente que la actuación de ia
paTlfa" :nfuedcrCOrimPañíaS n° fUe S°lamen?e dlstraídatTnaturlle aSíctJ3 qw „ Cfeada' slno que ,os resultados de su actuación han
aue ™°mCad° 6n flaQranteS violaciones aderechos constitucionales los mismosque -como expresara en detalle más adelante- no han sido debidamente
eneíciade^ '̂ ^ P^' "'' P°r 'a Corte Nacional de Juste"sentencia de casación, con la gravedad de que con vulneración a la semmdad

jurídica, tutela judicial efectiva ydebido proceso e^"a garantía déla moSoí
en ninguno de sus considerandos analiza la decisión conta la que se poponga
el recurso de casación, menos aún la Resolución No. SCJCLOAl" 076 021
de 03 de mayo de 2011, en virtud de la cual, enderezados los p7ocedfmlentos
de la intervención, el Intendente de Compañías de Quito -con fundamento en el
Informe de control No. 205 de 31 de marzo de 2011, Tía Intendencia deControl eIntervención, que establece que se han superado las obseSonel
f, ÍTnJ? 'ntervenclón, del Memorando No. SC.IJ DJDLCUU63 Te

OMitní"' dS 2°11,del lnfendente Jurídico de la intendencia de CompañS de
ic Cl DaIqTsil edieV7pnHmie^ í 'a ¡nterVenCÍÓn' ydSl demorando No

enero y15 de marzo de 2011, "RESUELVE: ARTICULO PRIMERO-DecLar
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terminada la intervención de la compañía INSTITUTO EDUCATIVO LUIGI
GALVANI S.A. ARTICULO SEGUNDO- Comunicar mediante notas reservadas
el contenido de esta resolución a los funcionarios señalados en el Artículo 358
de la Ley de Compañías, a quienes se les comunicó de la intervención de la
compañía INSTITUTO EDUCATIVO LUIGI GALVANI S.A, según la resolución
referida en el primer considerando..."(el subrayado no es del texto),
consecuentemente, puesto el expresado acto administrativo en conocimiento
de ios jueces del Tribunal Distrital No. 1 de lo Contencioso Administrativo,
debían -motivadamenté- subsumir los hechos al ordenamiento jurídico
contencioso administrativo, por haberse reconocido totalmente y en la misma
vía administrativa las pretensiones del demandante, pues, el acto administrativo
de intervención perdió eficacia jurídica y afectó, en consecuencia, a la eficacia
jurídica del acto administrativo de disolución y liquidación, por haber perdido -
por la terminación de intervención- de derecho, las presunciones de legitimidad
yejecutoriedad. La reparación de los derechos vulnerados no fue posible en el
Tribunal Distrital ni tampoco con la Sala de lo Contencioso Administrativo, por el
análisis tan solo de admisibilidad que consta de la sentencia y que no tuvo

r pronunciamiento sobre el fondo del asunto controvertido, por lo que la decisión
\^ judicial impugnada vulnera el derecho constitucional al debido proceso en la

garantía de la motivación.

Procederá entonces, a demostrar cómo, en el presente caso, existe una
violación clara y flagrante al debido proceso, la tutela judicial efectiva y del
derecho a la seguridad jurídica y, por lo tanto, la ratio decidendi o relevancia
constitucional de esta acción extraordinaria de protección:

La función primordial de la Corte Nacional de Justicia es la labor casaciona!.
Esta labor significa realizar el control del derecho en la actividad de los jueces.
Es decir el control del sometimiento al ordenamiento legal en el desempeño de
la actividad específica de administrar justicia. Este control de la legalidad de las
sentencias de los jueces de instancia, que en este caso fue emitida por el
Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo No. 1, Distrito de Quito, que
debió dar por resultado una real revisión de la actividad del juzgador, velando
que tal resolución se enmarque en el ordenamiento jurídico.

( El profesor Galo García Feraud, en su ensayo sobre "La Casación", señala:
La casación surge como un recurso que pretende defender al derecho

contra cualquier tipo de abuso del poder desde el ejercicio de la Potestad
Jurisdiccional [...] Otra de las finalidades que persigue elrecurso de casación es
la uniformidadjurisprudencial [...]

Quedan claras las dos finalidades públicas de la casación: 1. La defensa de!
derecho objetivo; y, 2. La jurisprudencia homogénea y, obviamente, la
reparación de los agravios inferidos a las partes por el fallo recurrido.

Si la acción extraordinaria de protección constituye una garantía jurisdiccional
creada por el constituyente para proteger los derechos constitucionales de las
personas en contra de cualquier vulneración que se produzca mediante
determinados actos jurisdiccionales y, por consiguiente, tiene como fin proteger, y

11



^^^^^°!££ P-nas que, por acción u
júdice yque corresponde a7°faSede resn"?'' •'? Sentenda del caso sub
Segundo, acápite 2.2., respecto a" cau«. n '0n' 6n el C°"s¡derando
rearado aná.isis de ADMIS.B L.D¿ dlcl ' lsT~ V artíCU,° 3' en u"
infracción sustancial del ordenamiento iúrWi™- Jf f'ere ante todo' a una
cuando acausa de no haberse eXnrf°J !' error '•" Picando in jure
caso sometido adecisión^^sfaSa aéste '̂n'3"16^ el Sentido i»™<™ deíen realidad aplicarse ya ¿ea do? Z\t f , a norma Gerente a la que debió
que necesariamente debían seconTdeLT0™0?''̂ deja de aPlicar normas
indebida» de las normas ^tesKní^ ** ^^ °P°r "aplicaci°nsignificado, pero se la ha utilizado p^ra unc^ñ rectamente en su alcance y
se le concede a la norma apNcabte un al qUS n° SS el ella c°ntempla); o
interpretación» (la norma aplicada es Inadecuada Z e<rv0Cad0 P°r "errónea
la ha entendido equivocadamente dándole f,n P ael Caso' yno obstante se
Pues, por parte del Juzgador™ hstandal.nf f ™e qUe no tiene>- Se da
norma ypor tanto la sentencia debe ser casadínn JU'C'° de *"*<> sobre la
voluntad de la normativa estatal 23-Por renlf ' P ^ eSta declara "na falsa
unas normas entraña la apretón fndebldL f^f' '3 felta de aplicación de
errónea interpretación, ésta excluye |a fafta de t% *' ? CUando se aduce
aplicación consiste, portante enTn erro de^K*9,°n1'ndebida- La falta de
entraña "un error de selección" y la errónea ¡nWn6?3 'a aplicación indebida
verdadero sentido de la norma» Las to ctaS^-T^ a"errar del
de a Ley de Casación, evidentemeX Sde'a Causal Primera
simultáneamente respecto a una «S e' no Parían producirse
del texto) y, reafirma^ ESPECÍRCO"T* W" (laS "egriHas no son
PROCEDIBILIDAD, FUNdÍmÉíCTSsí: ^ '* de ADM|SIBILIDAD,

' ^¿^ESSfoírK! 7H? H- -Pe* de, vicio de
numerales 1, 3y5; 66 numeraS°22fi £7%Tm; 3numeral ': »
Constitución de la Repulía v 'hb '' 4f: 425; 426 V427 de la
Contencioso Administrativa? JnaS í„ ? ^ de la Jurisd¡cc,on
argumentos del recurrente este Tribual de ^d°S-qUe han sido ,osindicar que al amparo de a causal nrim.l ?^SaS'°n estima Pertinente
Casación, no cabe consideración en IT! V artícul° 3 de la Ley de
Posible ninguna correS^estimación de '°S hfCh°S' "¡ tampoco esobservándose que la acusaran *T de estos dos aspectos
apreciación dellibunal de instenctfreloeZ^ ^^ in™ar la
Proceso, lo cual es inadmisTbt con caraolla Jf T** ap0rtada al
Por tanto, se niegan las acusacTonesrea^ad^^3 fUSal primera
con cargo en las disposiciones citadaL e„ «f P°r 6' casaci°"¡sta
negnflas corresponden al legifimado actfvo) c°nside™d°". (las

- Con relación al vicio de faifa h* ,«r
numerales 1y7letras aThTí% í ,aP',cac,°n de los artículos 82 76de la Ley de l^
Considerando Cuar^ , en'e,

v *<*.¿., arirma. -estos errores en la técnica X7
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de casación también se evidencian en la fundamentaron de la supuesta
violación ai derecho a la seguridad jurídica, e impiden que el recurso
prospere. Además de lo ya manifestado, se observa que con cargo en la
causa! primera el casacionista señala que se ha coartado su derecho a la
defensa al no haberse atendido la petición de audiencia en estrados,
encontrándose su argumentación fundamentada en normas procesales,
lo cual es inaceptable a la luz de la técnica de casación puesto que la
antes referida causal primera se la invoca cuando el recurrente considera
que existe aplicación indebida, falta de aplicación oerrónea interpretación
de "normas de derecho", mas no respecto de normas procesales.

- Finalmente, en relación con la indebida aplicación de los artículos 25 y 26
del Reglamento de intervención de las compañías nacionales anónimas,
en el Considerando Quinto, acápite 5.3., anota: "se observa que de la
fundamentación del recurrente se desprende que con cargo en la causal
primera del artículo 3 de la Ley de Casación, éste pretende que
nuevamente se realice una nueva valoración de las pruebas aportadas
dentro del proceso, lo cual esta vedado al Tribunal de Casación..", que

( son las citas más trascendentales, relativas todas a reiterar que las "..tres
circunstancias de la causal primera de la Ley de Casación,
evidentemente, no podrían producirse simultáneamente respecto a
una misma norma legal", que de acuerdo con la LEY DE CASACIÓN,
FORMAN PARTE DE LA PRIMERA (1 Calificación) Y SEGUNDA (2
Admisibilidad) FASES, DE LAS CUATRO FASES (3 Sustanciación) y
(4 Resolución) EN QUE SE ESTRUCTURA EL RECURSO DE
CASACIÓN, LAS CISMAS QUE FUERON YA SUPERADAS Y
CORRESPONDÍA, BAJO EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD, CON
SU CARACTERÍSTICA PRINCIPAL DE RIGIDEZ LEGAL, A LA CORTE
NACIONAL DE JUSTICIA, LUEGO DE SUSTANCIARLO, ANALIZAR
EL CONTENIDO DEL RECURSO, A FIN DE DETERMINAR SI EN LA
SENTENCIA SE INCURRIÓ EN UNA VULNERACIÓN AL
ORDENAMIENTO JURÍDICO.

- En tai sentido se invocan las sentencias No. 143-14-SEP-CC, expedida
en el caso No. 2225-13-EP y 020-14-SEP-CC, expedida en el caso 0739-

f 11-EP, que explican la característica del recurso de casación como
W estrictamente formal que tiene "determinados condicionamientos para su

procedencia" yque la garantía que da "convicción, certeza osegundad a
las personas en el sentido de que las autoridades investidas de una
potestad jurisdiccional aplicarán ydarán cumplimiento a lo previsto en la
Constitución y en la normativa vigente" es la seguridad jurídica, si se
considera que la resolución judicial impugnada resuelve un recurso de
casación propuesto en un proceso contencioso administrativo, en el que
para establecer si la decisión judicial ha violado el derecho ala seguridad
jurídica habrá que invocar la jurisprudencia de la Corte Constitucional
que ha determinado que el recurso casación constituye un recurso
extraordinario en el que la normativa establece los momentos y
ámbitos de acción que tiene la Corte Nacional de Justicia como
órgano casacionaS. De manera que, el recurso debe observar
irrestrictamente lo dispuesto en la Ley de Casación que lo regula, asi $
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oro™ eS n°rmaS ^ue re9ulan las -materias sobre las cuales se lopropone.

" fn "eCfSan° entonces hacer una revisión de aquellas normas aue se
encuentran vigentes al momento de la expedición de la sentencia dado
T^UT Permlt!rá definir el parametro de actuación de tes ueces en elrecurso de casación. En tal sentido, conocida la estructuración en fases
yÍTesro,°udoenCaSaC,Ón: '" ^'^^ ZAdmisi«ad, S.ILTtanciLdón

' LeyPdemCasactón la Cra,i?Cación se produce conforme al artículo 7de la

S^.íiSSÍ^S1 cumplid0,0 cual'elÓ~S
de" Scirc¡dónfavSe;oladmÍSÍbÍ,ídaC!' l0 determina el articulo 8de la Ley
concretela%L ril r6 ae"a' 'a C°rte Naci0nal de Just¡cia y en
exp'esada c!mrJL ^ *T*Za la primera fase anteriormentecon ?a decisión deíTm proced!endo a determinar su conformidad onocon la decisión del órgano judicial respectivo, caso en el cual -en el
supuesto de verificar el cumplimiento de los requisitos necesarios círa t
admisibilidad del recurso- la Sala de Casación lo admira o sf verifica
Yal reZ^ '°S presuPuestos necesarios, declarará su inadmisibtedY al respecto, invoca la jurisprudencia de la Corte Constituctonal
conforme a la cual ha determinado que "en esta fase cVrrlspondeal
órgano casacional el análisis pormenorizado de loscarZde,recur!0
de casación a efectos de determinar si el mismo cumple conUto
telZlTsZe'Z:esífa'f CüafeS " ^^ 'a ''S"c£recudo de caS eS}f fase' ypor ende declarada la admisión delrecurso de casación, el proceso entra a una tercera fa<;e ia
deUSdfen^C,0n' Tr ** CUah CUand° la Sala rec¡ba el proceso en eUénmino
dL ¿J ' ?0tfCS-a a laS partes' a fin de que en el término de dnco
SeíSSea"'0" a' reCUrS° 6inClUS° S0liciten la «I
Luego, en la cuarta fase, la resolución, explícitamente la Sala de
Casación analiza el contenido del recurso de casadón a fin Z
determinar si en la sentencia puesta asu conocimfenío se ncurtó en una
r^Z f3 normativa Jurídica, es decir, el universo de an¡ sis en"a
cont a lancuei|reseU?0 *^^ Se CirCUnscribe ala decistó IdiciLl

procesal - el mismo que garantiza la materialización del proceso que riqe cada
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que guarden una estructura lógica, conformada por fases determinadas,
en las cuales el operador de justicia tenga un ámbito de competencia
establecido.

- La Corte Constitucional del Ecuador, en la sentencia No. 143-14-SEP-
CC estableció:" Aefectos de analizar el caso concreto, esta Corte debe
señalar que la casación es un recurso extraordinario cuya procedencia se
encuentra condicionada por lo dispuesto en la Ley de Casación y la
normativa pertinente a cada caso. En tal sentido, su principal
característica es ser un recurso estrictamente formal que tiene
determinados condicionamientos para su procedencia. Así, el objeto del
recurso de casación es corregir ios posibles errores de derecho en la
sentencia, auto o providencia de la que se trate".

- En consecuencia, del análisis del caso sub júdice, se puede apreciar, sin
mayor esfuerzo -porque consta textualmente establecido en el
Considerando Primero, acápite 1.2 de la sentencia- que mediante auto
resolutorio de 9 de julio de 2013. a las 16h49. el Tribunal de Condeces
de la Sala "admitió a trámite el recurso de casación interpuesto por
el señor Milton Joaquín Chávez Velasco, en calidad de accionista
mayoritario del Instituto Educativo Luigi Galvani SA", ycita las causales
en que sefundamenta el recurso, esdecir, el 9de julio de 2013, se dicto
el auto de admisibilidad, que determinó que ei recurso de casación reúne
los requisitos de oportunidad y procedencia o lo que es lo mismo, ios
condicionamientos que la Ley de Casación determina, entre los cuales se
encuentra la "fundamentación" del recurso.

- Entonces, si se revisa la fase de resolución y los cuestionamientos
constitucionales, el análisis evidenciará que la misma se centra en
determinar la "procedencia o no" de las causales en las cuales se
sustenta el recurso de casación. La Sala de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Nacional de Justicia no analiza el universo del
análisis gue es la "decisión Judicial" sino tan solo efectúa un análisis
general primero vespecífico después, aue va fue realizado en la fase de.
admisibilidad, puesto aue va se analizó la "procedencia del recurso de

f casación" De conformidad con la Lev de Casación, en la fase de
W resolución a la Sala de lo Contencioso Administrativo de Quito, no le

r.orrespondía efectuar un análisis, nuevamente, de la "fundamentación y
procedencia del recurso, sino analizar la sentencia contra la cual se
proponía en contraposición con ei recurso interpuesto, pero, reitero, en
ftfentuar un análisis de admisibilidad va superado en la fase anterior,

. Filo, señores Juezas v Jueces de la Corte Constitucional, deja en
miirianria. aue la decisión Judicial impugnada, no respeta, las diversas
fttarSTdue conforman el ordenamiento Jurídico del recurso de casación,y
^vnlrTera el derecho constitucional a la seguridad jurídica, el derecho a
la tutela judicial efectiva- v por lo mismo, se impidió al legitimado activo,
ohtenoa de la administración d^ justicia, una decisión fundada en
derecho v que respete, conforme ai ordenamiento jurídico, uno de los,
principios procesales elementales: la preclusión procesal. /



motivaba deSSna' ^^^ °°nton,do eSpeCífic° al *«**» de
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equivale a tratar de la misma manera hechos /gua/es."(Resolución de la Corte
Constitucional 15. R.O.S. 196 de 19 de mayo de 2010, sentencia No. 015-10-
SEP-CC Caso No. 0135-09-EP).

En el caso No.669-10-EP, de 21 de junio de 2011, la Corte Constitucional
determinó: . ,, ...... .

"En la especie, este principio de motivación se articulo simbióticamente
con el derecho a tutela judicial efectiva, y obviamente aquello contribuirá a
garantizarla seguridadjurídica dentro de un estado constitucional, con el objeto
de que quienes acudan a los diversos órganos jurisdiccionales en el país no
queden en indefensión, y de generar la confianza debida en el sistema jurídico
ecuatoriano; empero, aquello no significa exclusivamente acceder a los órganos
jurisdiccionales, sino que una vez ejercitado aquel derecho, los jueces yjuezas
deben guiar sus actuaciones diligentemente en aras de alcanzarla tan anhelada
justicia y es precisamente a través de la motivación de las resoluciones
judiciales cuando los jueces yjuezas determinan que sus actuaciones se han
producido con apego a la Constitución y a las leyes que ngen un caso en
concreto.".

Si a ello agrega que, la finalidad de la motivación de las resoluciones judiciales
es contribuir a que, en todos los casos, se concretice la obligación de poner de
manifiesto las razones que sustenten la resolución como uno de los medios
destinados a su vez, a garantizar la "recta administración de justicia . También
responde a la necesidad de que las partes, conozcan los fundamentos de la
resolución expedida para que adopten las determinaciones que les compete al
respecto La motivación es consustancial a la necesidad de procurar siempre
una consciente y eficiente realización jurisdiccional del Derecho en cada caso
concreto.

Desde el punto de vista de la conciencia jurídica, se considera que la exigencia
• de la motivación de las resoluciones judiciales trasciende el marco normativo de

un determinado Estado; puesto que, cualquier habitante de cualquier Estado
siente la necesidad de que las decisiones de sus jueces se sustenten en una
"adecuada fundamentación, en una razonada explicación del porque y ere/
para qué de la decisión, esa exigencia y su concretizacion permiten evitar
la "'

En tal sentido, confía, que la Corte Constitucional determine que existió
vulneración de! derecho constitucional a! debido proceso en la garantía de
motivación en uso jurisprudencial efectuado en caso similar -sentencia No
167-14-SEP-CC, caso No. 1644-11-EP- de los requisitos de la motivación: a)
razonabilidad, b) lógica y c) comprensibilidad y, dentro del primero, su
característica principal de rigidez lega!, en el segundo, lai g^iP^jBlacip^
me h^hos del caso concreto y, en el tercero, la argumentadorique contedles
las diferentes etapas aue constituyen el recurso vla ausencia de análisis de la
rtorisinn contra la aue se propone el recurso, pues, su estudio y
argumentación secontrae asi el recurso estuvo fundamentado ono.

En definitiva, es claro que el recurso de casación requiere para su Presentación
de una fuerte carga argumentativa y que corresponde al órgano de casación y
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determinar si esta se encuentra acorde con los requisitos que establece el
ordenamiento jurídico, empero, este análisis no corresponde enla fase de
2 S 'fU?°' PU6St0 qUe ya fue obJeto de análisis en la SmTsIMkfad v
inH !í=hi Y , ° Contencioso Administrativo. En tal virtud la Sala^dablemente vulnera los momentos procesales que el ordenamiento urídfco
LPln tasación) ha establecido, ya que emite criterios que no™sponden a

Vil.- PETICIÓN

Saíes^ ritL^^V6 conformidad con las normas constitucionales y

SfSJSiím '"SíláS.1" "SS" <|Ua,™0?' ACCIÓN

zszs°¿r£s?!££,z „°°9ns„aí, rroBn *'d<s°



' ~8Z-
ochanin naso

Retrotraer los efectos del proceso hasta el momento que se produjo la
vulneración, esto es al momento anterior a la expedición de la sentencia de 13
de mayo de 2015, por parte de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la
Corte Nacional de Justicia, con pronunciamiento expreso -como máximo órgano
de control e interpretación constitucional- de la Inobservancia del ordenamiento
¡uridico de la sentencia de instancia; y, 3.- Disponer que previo sorteo, otro
Tribunal conozca el recurso extraordinario de casación planteado con
observancia de las reglas, normas y principios del debido proceso y de los
argumentos expuestos por el máximo órgano de control constitucional en la
sentencia.

La pretensión se encaja en la justificación de la relevancia del problema jurídico,
pues, no está reclamando una situación injusta particular ynejamente subjetiva^
sino más bien, reclama el cumplimiento de garantías básicas del debido proceso
en la garantía de motivación y la vulneración del derecho constitucional de
seguridad jurídica.

La presente acción ha tratado de ser objetiva en cuanto al análisis¡de la
C sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de
^ Justic^ yla violación de los derechos constitucionales, evitando emitir criterio o

argumento alguno, respecto de lo justo oinjusto que pudo haber sido el fallo.
Ha procurado, más bien, demostrar yargumentar la violación de los derechos
constitucionales ya mencionados.

Los fundamentos expuestos, se refieren exclusivamente a violaciones, de
carácter constitucional. Si han citado normas secundarias, es como simple
referencia ycomplemento de ¡os derechos fundamentales mencionados.

Las conculcaciones referidas, la doctrina yjurisprudencia citadas, son todas de
carácter constitucional.

VIH.- TRÁMITE

La Corte Constitucional y por ella, sus juezas yjueces se dignarán, te-a la
( presente acción extraordinaria de protección el tramite establecido en el
C Reglamento de Trámite de Expedientes de Competencia de ,a Corte

Constitucional; y, <

IX.- CITACIÓN CON LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN Y
NOTIFICACIONES

Alos señores jueces yjueza de la Sala de lo Contencioso Administrativo de laCrtrNaciona! de Justicia, se les citará para que formulen s, aP=
sobre las vulneraciones denunciadas, en sus oficinas de la Corte Nacional oe
Justicia, conforme a la Ley.

Notificaciones en la casilla judicial No. 680 del Palacio de Justicia, de laciSdfd de Quito casilla electrónica garcespastorabogados@hotma,l.com. T/
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a'uSLr paUraDseufS con^tat ^ ^ Profesional O» estánecesarios!" IfefMsusTt^^ seParadar"ente, los escritos que sean
protácíiórT) /, ) 6SeS en la presente acción extraordinaria de

Presentado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, el día de hoy.eme ve de junio de dos mj| ^ , ^ ^ ^ ^ ^^ o
tres cop,as iguales asu original yun anexo en doce fojas.- Certifico.

laara Armijós Cardenal
SECRETARIA RELATORA
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